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1. Introducción

En América Latina se viene observando que el proceso de acceso, tenencia y uso de
la tierra para agricultoras y agricultores familiares campesinos e indígenas es cada
vez más complejo. Aspectos jurídicos, legales y sociales complican dicho proceso y
configuran fenómenos de exclusión, desalojos y en muchos casos violencia estatal y
paraestatal.

En Argentina, durante los últimos 30 años han ocurrido procesos significativos y
alarmantes:

Concentración y acaparamiento de tierras. Nos parece importante distinguir que la
concentración de la tierra en muchos casos ha dado paso a situaciones de
acaparamiento; es decir que los propietarios de tierra son cada vez menos pero
además generan daños ambientales e injusticias sociales. Deforestación, pérdida de
ecosistemas, contaminación del suelo, del agua, de la flora y de la fauna, expulsión y
desalojos de campesinos e indígenas de sus tierras, problemas de salud de
pobladores cercanos; son algunos de los fenómenos que acompañan a la
concentración de la tierra y determinan lo que en el mundo
–Argentina no escapa-; se conoce como “landgrabing”. El acaparamiento de tierras
según Land Matrix LAC alcanza a casi 50 millones de hectáreas en América Latina y
más de 11 millones en Argentina. Y esto es solo lo monitoreado por dicha base de
datos; es decir que muestra solo la punta del iceberg.

Migración interna. Se dio un incremento importante de personas que se asentaron
en los grandes conglomerados denominados “conurbanos de las grandes ciudades”,
que en Argentina son aproximadamente 31 grandes ciudades. Este fenómeno viene
acompañado de grandes presiones para acceder a tierras que permitan a esas
personas que llegan desde el interior del país o incluso de países vecinos; producir
para abastecer a las grandes ciudades. Nuestro informe elevado a naciones unidas
muestra que Argentina es uno de los países de la región –junto con Brasil- más
afectados por la extranjerización de tierras por parte de privados y de empresas.
Más del 5,23 % de las tierras de Argentina está en manos de extranjeros, lo que
representa 14,7 millones de hectáreas (https://eniargentina.org/wp-
content/uploads/2022/07/EPU2022.pdf).

Estos dos procesos, de “descampenización” por un lado y la “periurbanización” por
otro, son dos realidades de un mismo origen.

Es importante señalar que todo lo anterior tiene efectos más severos en las mujeres
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ya que históricamente no han accedido a beneficios de igual manera que los
varones y han sufrido de una manera más directa la afectación por impacto de la
migración y la pérdida del espacio propio comunitario en sentido cultural. Los
jóvenes, también deben ser enfocados para lograr el acceso a tierra como una
estrategia fundamental que permitirá el arraigo en la zona rural. Las políticas
públicas vinculadas al tema tierras y la agricultura familiar no contemplan estas
diferencias y diseñan programas y planes con determinadas condiciones, que en
general solo cumplen los varones.

La implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de
acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de toma de
decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, es el principal
objetivo del acuerdo de Escazú, ratificado por la República Argentina y que
constituye una herramienta fundamental para la resolución de conflictos
ambientales, reconociendo por primera vez el rol y protegiendo los derechos de los
y las defensoras ambientales.

Por tales motivos, intentando revertir este proceso; la Coalición Nacional por la
Tierra Argentina trabajando de manera articulada entre sus Comités de Tierras y
Territorios, de Mujeres y de Jóvenes, formula este documento de observaciones y
propuestas para el gobierno argentino.

2.  Contexto de las Propuestas

Reglamentación Ley de AF con Presupuesto
Las organizaciones del sector vienen reclamando el documento reglamentario de la
ley. Cuál es la formulación de dicha reglamentación; qué compromisos asume el
estado nacional y con qué presupuesto real cuenta para llevar adelante las políticas
públicas para el sector campesino e indígena.

En la reglamentación, debe ser clara la metodología de acceso a los recursos por
parte de las organizaciones. Mediante la presentación de proyectos y una mecánica
establecida para dicha presentación, evaluación, aprobación y entrega de los
fondos. El acceso a los recursos económicos debe ser democrático, con equidad de
género y la participación de todas las organizaciones del sector, con mesas
evaluadoras en el ámbito provincial, donde el nuevo Instituto de Agricultura
Familiar, Campesina e Indígena y las organizaciones más representativas de cada
provincia, puedan priorizar zonas, temáticas y organizaciones. Es indispensable
armar mesas de trabajo provinciales o zonales, para estar más cerca de la gente y
llegar a todas las organizaciones, evitando que los recursos lleguen solo a unos
pocos.

Acceso a la Tierra y Protección de Derechos Posesorios
1. Derechos Posesorios
En el caso de campesinos/as es muy importante considerar sus derechos posesorios.
Frente a esta realidad se requiere de una oficina estatal en el ámbito del Instituto
Nacional de Agricultura Familiar Campesina e Indígena, de asesoramiento legal a las



y los campesinos poseedores, que permita garantizar sus derechos y que prevea los
recursos necesarios para atender costos de mensura y tramitación jurídica legal. El
estado nacional/provincial/municipal, debe acompañar con recursos que apoyen el
acceso a la tierra y la protección de los derechos posesorios de los campesinos e
indígenas.

En casos de prescripción veinteañal, es urgente la conformación de un tribunal
específico con profesionales idóneos y conocedores del derecho posesorio de forma
que los mismos puedan ser garantizados a todas las familias campesinas e indígenas
que los acrediten.

2. Freno a los Desalojos
Como ya lo solicita la ley de AF y numerosas leyes provinciales; se debe frenar
totalmente los desalojos de campesinos e indígenas.

Prohibir los desalojos que involucren a pueblos originarios o a familias campesinas
de la agricultura familiar en todo el territorio nacional, debe ser una resolución
permanente; sin plazos de caducidad. Se busca evitar los conflictos por la tierra que
hoy ocurren cotidianamente, en provincias como Santiago del Estero, Salta, Jujuy y
en el sur del país, entre otros.

Una ley similar a la 13666 de la provincia de Santa Fe, o la 7658 de la provincia de
Salta, pero nacional, permitiría no solo evitar los desalojos de campesinos e
indígenas, sino también generar comisiones provinciales de regularización dominial
que toma los casos, los estudia y sugiere al ejecutivo la forma de resolverlos. La
Comisión podría también llamar a mediación cuando en situaciones de conflicto las
comunidades y las familias indígenas y campesinas están en litigio con sectores
privados o empresarios.

3. Ley 26160, ley de Propiedad Comunitaria y ley de Protección del Patrimonio
Arqueológico Continuar hasta su finalización los relevamientos territoriales de las
comunidades indígenas y promulgar la ley de propiedad comunitaria indígena. La
cosmovisión de los pueblos ancestrales indica que la tierra y el territorio no es un
bien de cambio que permita la producción de otros bienes y su enajenación. Por el
contrario, es parte integrante de su vida y de su patrimonio cultural.

Es necesario que el poder ejecutivo nacional arbitre los fondos necesarios para la
culminación del relevamiento territorial de la 26160 en todo el territorio nacional,
en un plazo de 1 año y que las provincias lo ejecuten. Es necesario que la ley sea
aplicada, con previa consulta a todos los pobladores de la zona a relevar. Es urgente
el tratamiento y promulgación de la Ley nacional de Propiedad Comunitaria
Indígena y la aplicación en el territorio nacional de la ley 25743 de protección del
patrimonio arqueológico y paleontológico, cuyo objeto es la preservación y tutela de
los bienes culturales para su aprovechamiento científico y técnico, tal el caso del
bosque para campesinos e indígenas.

4.         Cambio Climático, Bosques y Contaminación



El estado argentino debe propiciar y aplicar las herramientas jurídicas que permitan
el mejoramiento de la calidad de vida de las generaciones presentes y futuras, -de
acuerdo con la Ley nacional 25.675/2002 “Ley general del ambiente”-. Esto
permitirá el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, la
preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación de un
desarrollo sustentable.

Las familias campesinas e indígenas de la agricultura familiar y la sociedad toda
sufre los desastres ocasionados por el cambio climático para revertirlo existe leyes
muy claras en Argentina. La Ley nacional 27520/2019, establece los presupuestos
mínimos de protección ambiental para garantizar acciones, instrumentos y
estrategias adecuadas de Adaptación y Mitigación al Cambio Climático en todo el
territorio nacional en sintonía con el artículo 41 de la Constitución Nacional. En el
año 2009 fue promulgada la ley 26.509, creando el Sistema Nacional para la
Prevención y Mitigación de Emergencias y Desastres Agropecuarios con el objetivo
de prevenir y/o mitigar los daños causados por factores climáticos, meteorológicos,
telúricos, biológicos o físicos, que afecten significativamente la producción y/o la
capacidad de producción agropecuaria, poniendo en riesgo de continuidad a las
explotaciones familiares, afectando directa o indirectamente a las comunidades
rurales. Pero al sector de la agricultura familiar campesina e indígena estos
beneficios no llegan. Dicho sector no es contemplado por el alcance y los beneficios
de las normas por no contar con una serie de requisitos relacionados al Derecho
Fiscal o Tributario. Se excluye de esta forma, al sector más vulnerable frente a los
efectos del cambio climático y sus consecuencias devastadoras para la producción
de pequeña escala, que indudablemente no cuenta con la capacidad económica
para reinvertir luego de cualquier contingencia climática.

La ley nacional de bosques 26331, que busca preservar y hacer un manejo
sustentable de los bosques nativos podría brindar enormes ventajas a campesinos e
indígenas ya que obtener un plan de manejo aprobado es una herramienta vital
para demostrar los derechos posesorios y por supuesto para el manejo sustentable
de los bosques. No obstante, los fondos de la ley de bosques escasamente llegan a
campesinos e indígenas. En otro sentido el desmonte debe ser considerado por el
derecho como delito penal y los que desmontan deben ser pasibles de cárcel.

Entendemos que es urgente contemplar en el marco de estas leyes a las familias de
la AFCI en su totalidad con el fin de preservar su bienestar y el de sus familias.

En otro sentido consideramos vital el control de la contaminación que generan los
cultivos agrícolas tradicionales. La contaminación de arroyos, canales, lagunas,
vertientes y ojos de agua u otros cursos de agua como también de las napas
freáticas, debido al lavado de los campos de cultivo. Muchos estudios demuestran la
presencia de sedimentos de glifosato, 2 4D y clorpirifós, entre otros, en el agua. Las
fumigaciones de los mismos cultivos afectan con su deriva a pobladores cercanos
como también la flora y fauna del lugar.

Es necesario, en carácter urgente, que las autoridades controlen, supervisen y
apliquen medidas de castigo para aquellos hechos, que están fuera de la Ley.



5.     Tierras en Desuso y Extranjerización
Hay una gran superficie de tierras públicas en desuso. Tierras de INTA; tierras de las
Fuerzas Armadas o de otras entidades públicas. Analizar la forma de que estas
tierras pasen al sector campesino e indígena de la AF y no a negocios inmobiliarios
como normalmente ocurre.

Las tierras en desuso en Argentina, de dominio público nacional, son una alternativa
valiosa para el sector campesino e indígena. Para ello se requiere de un proceso de
relocalización temporaria o permanente hasta que perduren los acuerdos de uso y
su aprovechamiento. El rol del estado es fundamental para diseñar la ocupación de
dichas tierras, y la definición productiva de las mismas.
Identificar las tierras fiscales en cada Provincia y beneficiar con las mismas a
mujeres y jóvenes de las organizaciones campesinas e indígenas de la agricultura
familiar; en consonancia con la Ley de Agricultura Familiar 27118. La tierra
entregada debe titularizarse teniendo como prioridad a las mujeres.

Las posibilidades de que los campesinos e indígenas accedan a tierra y logren
proteger sus derechos posesorios, también está ligada a los límites que el gobierno
coloque al acaparamiento de tierras por parte de los extranjeros. En tal sentido es
urgente evitar la criminalización de quienes reclaman sus tierras y anular el decreto
820 del año 2016 que elimina los límites superficiales a los que pueden acceder los
extranjeros.

6.      Propuestas Agroecológicas
El acceso a tierra y la protección de los derechos posesorios, debe considerar
también las técnicas de producción, de manejo de los bosques, el acceso al agua y la
protección de humedales. Abastecer de agua segura para consumo humano y de
agua para la producción a todas las familias campesinas e indígenas de la Agricultura
Familiar es vital para su desarrollo y su arraigo en la tierra de origen.

Promover desde el Instituto de Agricultura Familiar campesina e indigena un
programa de apoyo a la agroecología campesina e indígena con promoción de
buenas prácticas agrícolas, protección de semillas nativa para su seguridad
alimentaria y de comercialización justa para los productos de la agricultura familiar.
En articulación con Medio Ambiente de Nación apoyar el manejo de bosques y de
los humedales en manos de campesinos e indígenas. Las experiencias de defensa y
manejo de estos recursos naturales en el sector de la AF son muy importantes y una
garantía para la preservación de lo poco que aún no fue deforestado o incendiado
por el modelo del agronegocio.

Las obras de agua, los planes de manejo de bosques y de humedales, las iniciativas
agroecológicas y de comercialización de productos campesinos e indígenas, deben
prever beneficios directos para jóvenes y mujeres.

3. Propuestas

Las organizaciones e instituciones que formamos parte de la Plataformas ENI



Argentina, tenemos la seguridad de que estas propuestas y prácticas permiten un
camino inverso a la descampesinización, colaborando con el arraigo en los
territorios y un manejo sustentable de los recursos naturales, por parte de las
organizaciones de la agricultura familiar campesina e indígena. A saber:

a. Reglamentación de la ley de AF con participación de comunidades y
organizaciones campesinas e indígenas, que cuente con presupuesto
adecuado y una transparente disposición de los fondos para las
organizaciones campesinas e indígenas.

b. Generar un ámbito de asesoramiento legal para campesinos sobre sus
derechos posesorios y un tribunal específico que atienda los casos de
prescripción veinteañal.

c. Aplicar las leyes de prohibición de los desalojos y generar ámbitos para la
resolución de los conflictos por la tierra.

d. Concluir con el relevamiento territorial de la ley 26160, aplicar la ley de
patrimonio cultural arqueológico 25743 y promulgar la ley de propiedad
comunitaria indígena.

e. La ley general del ambiente 25675, la ley 27520 que establece presupuestos
mínimos de protección ambiental, la ley 26509 que crea el Sistema Nacional
para la Prevención y Mitigación de Emergencias y Desastres Agropecuarios
son leyes que deben ser aplicadas de manera urgente y deben brindar sus
beneficios al sector campesino e indígena. Del mismo modo la ley nacional de
bosques 26331 se debe aplicar y debe alcanzar a campesinos e indígenas. La
deforestación y la contaminación deben ser penadas por ley.

f. En consonancia con la Ley de Agricultura Familiar 27118 generar un banco de
tierras para los agricultores familiares utilizando tierras en desusos de
diversas entidades estatales como INTA, Fuerzas Armadas y otras.

g. Crear un programa de Agua y Agroecología para la promoción de buenas
prácticas agrícolas y de comercialización justa para los productos de la
agricultura familiar y el manejo sustentable de bosques y de humedales; que
atienda al sector campesino e indígena.

h. Reconocer a las organizaciones indígenas y campesinas la posibilidad de
participar en las mesas de trabajo y las audiencias públicas, pero que estas
instancias tengan poder vinculante, que se reforme las leyes que las habilitan
y se reconozca el poder vinculante de las partes que integran el territorio.


